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Exp. 558/2022-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXP. 558/2022/2.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADA: POLICÍA VIAL DEL MUNICIPIO DE SAN LUIS POTOSÍ, QUIEN APLICÓ LA BOLETA DE INFRACCIÓN CON FOLIO **********.

                                                                                                                                                                                                                                                                                           

	MAGISTRADA: MARIA OLVIDO RODRIGUEZ VAZQUEZ.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: MARIA GABRIELA MARMOLEJO HERNANDEZ.


San Luis Potosí, S. L. P., diez de abril del dos mil veintitrés. 

V I S T O S,  para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 558/2022/2, promovido por la C. **********, señalando como autoridad demandada al Policía Vial del Municipio de San Luis Potosí, que aplicó la Infracción folio **********y 

R E S U L T A N D O
I.- Por escrito presentado ante este Tribunal, el seis de julio de dos mil veintidós, compareció ********** por su propio derecho, a demandar la nulidad de la boleta de infracción **********señalando como autoridad demandada al Agente de policía vial de este municipio de San Luis Potosí de nombre **********; demanda que fue admitida por auto de once de julio del de dos mil veintidós, ordenando dar el tramite respectivo.
II.- Por auto de treinta de noviembre de dos mil veintidós, se tuvo a la autoridad demandada por contestada la demanda; se admitieron pruebas a las partes; y se señaló fecha y hora para la celebración de la audiencia final.  

III.- Substanciado el juicio en cada una de sus etapas, el veinticinco de enero del dos mil veintitrés, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, sin la asistencia de las partes. Enseguida el Secretario de Acuerdos, dio lectura al escrito de demanda y contestación de la misma, señalando las pruebas documentales presentadas por las partes. Se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes. En período de alegatos se certificó que éstos no se formularon por ninguna de las partes. Se dio por terminada la audiencia y se citó para resolver.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente juicio contencioso administrativo, conforme a lo dispuesto por los artículos 116, segundo párrafo, fracción V, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 123, apartado B, fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1°, 2°, párrafo segundo y 7°, fracciones I y V, 9 fracción III, 24, 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 2, segundo párrafo, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

SEGUNDO.- La existencia del acto impugnado se encuentra demostrada, toda vez que la parte actora exhibió anexa a su demanda el original de la boleta de infracción impugnada con folio **********, misma que obra agregada en copia simple a foja 12 del expediente en que se actúa, a la cual se le concede valor probatorio pleno de acuerdo con el artículo 72 fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado, al ser un documento público.
Por tanto la Litis planteada en este juicio contencioso administrativo consiste en determinar si la boleta de infracción identificada con el número de folio **********de fecha siete de junio del dos mil veintidós fue emitida de manera legal. 
TERCERO.- La Legitimación, para comparecer en el presente juicio, acorde con lo que precisa el artículo 221, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se encuentra acreditada; respecto a la actora dado que se acredito que el vehículo infraccionado en la boleta de infracción impugnado -vehículo **********, tipo motocicleta, número de serie **********-  se encuentra a nombre de la parte actora, según la documental consistente en la factura expedida por **********, a favor de la hoy actora ********** que ampara la propiedad del vehículo **********, número de serie **********, cuyas documentales obran agregadas a fojas 12 y 24 de autos, las que merecen valor probatorio pleno en términos del artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado.
Por su parte la autoridad demandada acredito su personalidad con la copia certificada del nombramiento que le fue conferido en su favor y que obra agregado a foja 32 de autos, de conformidad con lo previsto en el numeral 220 del Código procesal en consulta.
CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la accionante en su escrito inicial de demanda, es necesario establecer si en el presente juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

En ese sentido se advierte que el policía vial demandado al momento de producir su contestación de demanda, manifestó medularmente que se actualizaba la causal de improcedencia establecida en la fracción VI, VIII y XI del numeral 228, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el numeral 239, fracción I, del mismo Código, bajo el argumento de  que en ningún momento se violentaron las garantías consagradas en los artículos 14 y 16 Constitucionales, ya que en la citada boleta de multa se establecieron las circunstancias de tiempo, modo y lugar, así como el fundamento legal, motivo de la infracción y características del vehículo, así como el fundamento legal y motivo de la infracción. Lo anterior prácticamente lo reitera, en el diverso apartado que denominó “EXCEPCIONES Y DEFENSAS”, en la que señaló como excepción la consistente en “SINE ACTIONE AGIS”.

No obstante lo argumentado por la enjuiciada en su contestación de demanda; la suscrita Magistrada considera que esa causal debe desestimarse en virtud de que los razonamientos en los cuales se sustenta, involucra cuestiones inherentes a la resolución de fondo del juicio; esto es, constituyen la materia del asunto, al estar estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclama la parte actora, de ahí que no puedan analizarse en este momento como una causal de improcedencia y sobreseimiento. 

Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio contenido la Jurisprudencia número P./J. 135/2001 que es aplicable al caso, por analogía, cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación: 

No. Registro: 187,973, Jurisprudencia Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que dice: 

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse…”

QUINTO.- Los agravios que plantea la parte actora en su escrito inicial de demanda, se encuentran localizados en la foja 03 a la 08 del expediente en que se actúa, que por economía procesal, se tienen por aquí por reproducidos como si a la letra se insertaran.

Resulta aplicable por analogía la tesis de jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEXTO.- Como quedó reseñado en el considerando tercero de la presente resolución la accionante señalo en su escrito inicial de demanda como acto impugnado; la emisión y aplicación en su perjuicio de la boleta de infracción contenida en el folio 26526 y las consecuencias que el mismo genero; por lo cual, en el presente considerando se analizará lo relativo a dicho acto a la luz de los conceptos de violación vertidos por la actora.

En ese orden en el primer concepto de impugnación del escrito inicial de demanda la actora esencialmente alega lo siguiente. 

a) Que en términos del artículo 16 Constitucional y artículo 95 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado;  todo acto de autoridad debe cumplir con los requisitos mínimos de fundamentación y motivación, siendo causa de nulidad del acto administrativo, el que este se emita se emita sin cumplir con el requisito de fundamentación y motivación exigido; además de cumplir con el procedimiento para la imposición de sanciones que establece el artículo 91 de la Ley de Tránsito, conforme al cual se impone como obligación a los agentes de tránsito que levanten una infracción, entregar al particular la boleta de infracción, sin que el agente de tránsito haya dado cumplimiento a lo dispuesto por la ley. 
Añade que en los artículos 2, 4 y 5 de la Ley de Procedimientos Administrativos del Estado y Municipios, se encuentran definidos los actos administrativos y los elementos y requisitos que estos actos deben cumplir; pero que en el caso en particular no se cumple con la obligación de fundar y motivar  adecuadamente las conductas atribuidas, ya que unilateralmente las estipula y señala diversos artículos sin especificar el dispositivo legal  al que corresponden los mismos, debiendo especificar además en el cuerpo del acto administrativo las circunstancias que dan origen a la emisión del acto y la ley que se infringió, para así satisfacer la garantía de fundamentación y motivación.
A juicio de la Sala Unitaria, el Primer concepto de impugnación que se analiza resulta infundado, y por tanto insuficiente para desvirtuar la legalidad del acto impugnado, atento a las siguientes consideraciones:

En primer término la Sala estima conveniente señalar  que las reglas de procedimiento para la admisión y substanciación de los juicios de nulidad que se promuevan ante este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa se encuentran reguladas en el Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dado que la Ley de Justicia Administrativa del Estado y la Ley de Procedimientos Administrativos del Estado a que se refiere la parte actora, estuvieron vigentes hasta el 18 de julio de 2017, según se desprende el transitorio primero,  segundo y tercero  del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, mediante los cuales se abrogaron las referidas Leyes, que dice textualmente lo siguiente.

 “PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor el diecinueve de julio de dos mil diecisiete, previa su publicación en el Periódico Oficial del Estado “Plan de San Luis” 

“SEGUNDO. Se abroga la Ley de Justicia Administrativa publicada en el Periódico Oficial del Estado el treinta de abril de mil novecientos noventa y siete. Los procedimientos iniciados durante su vigencia continuarán substanciándose y se resolverán bajo las disposiciones de la misma hasta su conclusión definitiva.”

“TERCERO. Se abroga la Ley de Procedimientos Administrativos para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, Publicada en el Periódico Oficial del Estado con el veintisiete de marzo de dos mil uno. Los procedimientos iniciados durante su vigencia continuarán substanciándose y se resolverán bajo las disposiciones de la misma hasta su conclusión definitiva.”

Por tanto, si el acto impugnado parte de una situación jurídica generada, después de ser abrogada dicha ley, lo procedente es  que se decida la cuestión debatida con base en el artículo y legislación efectivamente aplicable, en este caso el Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí publicada el 18 de julio del 2017, que entro en vigor a partir del 19 de julio del 2017.
Ahora bien, retomando los argumentos de la actora en el sentido de que la autoridad demandada señala diversos artículos pero no especifica el dispositivo legal  al que corresponden los mismos y tampoco se cumplió con la carga de probar la conducta de infracción atribuida en la boleta de multa; esta Sala estima que no le asiste la razón a la parte actora, dado que para acreditar la existencia del acto impugnado, la parte actora acompaño como anexo de su demanda, la documental consistente en la copia simple de la boleta de infracción folio **********, agregada a foja 12 de autos, ya valorada con anterioridad, y la cual se tiene a la vista en estos momentos.
Del contenido de dicho documento se advierte que en el apartado de infracciones señala como conductas de infracción “falta de casco protector en conductor” y “falta de permiso en menor de edad” y como fundamento cita los artículos 94 fracción XI y 178 fracción III del Reglamento de Tránsito Municipal; de ahí que del contenido de la propia boleta de infracción impugnada se obtiene que la emisora del acto señalo el reglamento lega al que corresponden los artículos que cita como fundamento de su actuación
Lo anterior es así pues claramente se advierte que para encuadrar la conducta infractora en que se incurrió, la demandada se fundamentó en los artículos 94 fracción XI y 178 fracción III del RTM, entendiéndose por dichas abreviaturas al Reglamento de Tránsito Municipal de San Luis Potosí, puesto que así se hace constar en el mismo acto impugnado, en la parte media derecha identificada como ABREVIATURAS EN ESTE DOCUMENTO. 
Por otra parte, las consideraciones que tomó en cuenta la demandada, esto es, la motivación, consistió en que siendo las 11:00 once horas del día 07 de junio de 2022, el Policía Vial detectó al conductor de un vehículo ********** tipo **********, Color **********,  con Placas de Circulación ********** de esta Entidad Federativa, serie ********** cometiendo infracciones de las contenidas en el Reglamento de Tránsito del Municipio de San Luis Potosí, consistente en “falta de casco protector y falta de permiso de menor de edad”, en **********, en esta ciudad capital.   

De lo anterior, se advierte que la autoridad demandada sí cumplió con los requisitos relativos a las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que sucedieron los hechos y que sirvieron como motivación de la sanción derivada de la conducta infractora, tal y como así lo establece la fracción VI del artículo 91 de la Ley de Tránsito que dice: 

“ARTICULO 91. Para la aplicación de la sanción se levantará una boleta de infracción y sanción, que contendrá obligatoriamente los siguientes datos: 

VI. Descripción de las circunstancias de modo, tiempo y lugar conocidas por la autoridad de tránsito, que entrañan la comisión de la infracción cometida por el infractor; entre otros, lugar, fecha y hora de la comisión de la infracción.

Esta circunstanciación servirá como motivación de la sanción que se imponga.” 

Así las cosas, se tiene entonces la existencia de una  suficiente y debida motivación y fundamentación en el acto que se combate, puesto que se citaron los preceptos legales que le sirvieron de apoyo a la autoridad para su emisión, una fundamentación y motivación suficiente que la llevó a la demandada a la conclusión de que los hechos en que participó la actora, encuadraron en la hipótesis del artículo señalado, resultando aplicable el siguiente criterio de jurisprudencia que dice: 

“FUNDAMENTACION Y MOTIVACION, GARANTIA DE.

Para que la autoridad cumpla la garantía de legalidad que establece el artículo 16 de la Constitución Federal en cuanto a la suficiente fundamentación y motivación de sus determinaciones, en ellas debe citar el precepto legal que le sirva de apoyo y expresar los razonamientos que la llevaron a la conclusión de que el asunto concreto de que se trata, que las origina, encuadra en los presupuestos de la norma que invoca.”
b)  En el segundo concepto de impugnación del escrito inicial de demanda la actora substancialmente aduce que el agente de tránsito que levanto la boleta de infracción impugnada, no cumplió con el requisito de identificarse plenamente ante el particular, en términos del artículo 34 de la Ley del Sistema de Seguridad Publica del Estado.
Al respecto se estima que es fundado el segundo agravio que hace la actora, y por tanto suficiente para desvirtuar la legalidad del acto impugnado, como enseguida se explica:

la parte accionante se duele de que el emisor del acto no se identificó de manera plena en términos del numeral 91 de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí, que en concordancia a lo establecido por el numeral 34 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, en su párrafo tercero, establece como requisito el relativo a la vigencia de la credencial con que se identifica la autoridad emisora, en su carácter de miembro de un cuerpo de seguridad pública.
Al efecto conviene tener en cuenta el contenido del artículo 91 de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí, que prevé lo siguiente:
“ARTICULO 91.- Las infracciones a esta Ley serán sancionadas por los elementos de seguridad pública, los agentes de tránsito municipal, o bien por los elementos operativos competentes en los términos de los reglamentos municipales.

Para la aplicación de la sanción se levantará una boleta de infracción y sanción, que contendrá obligatoriamente los siguientes datos:

I. Nombre y cargo de quien levanta la boleta;

II. La circunstanciación de los datos de la credencial a que se refiere el artículo 34 de la Ley de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, con que se identifica, relativas a nombre, cargo y vigencia de la credencial. Adicionalmente, se anotará el número de credencial y la autoridad que la expidió, conforme a las disposiciones que resulten aplicables; 

III. Nombre y, en su caso, domicilio del infractor;

IV. Datos de identificación del vehículo;

V. Número, vigencia y clase de licencia para manejar;

VI. Descripción de las circunstancias de modo, tiempo y lugar conocidas por la autoridad de tránsito, que entrañan la comisión de la infracción cometida por el infractor; entre otros, lugar, fecha y hora de la comisión de la infracción. Esta circunstanciación servirá como motivación de la sanción que se imponga;

VII. La cita de los fundamentos legales o reglamentarios que acrediten la comisión de la infracción;

VIII. El importe correspondiente de la multa impuesta como sanción;

IX. El documento que retiene;

X. Nombre y firma de quien levanta la infracción, así como la firma del infractor, y

XI. En el supuesto de que el vehículo sea retenido, deberán asentarse las razones que motiven la retención, debiendo exponerse la debida fundamentación legal.”

(El énfasis es propio)

Del precepto normativo trascrito se desprende que de manera específica en su fracción II, establece la circunstanciación de los datos de la credencial a que se refiere el artículo 34 de la Ley de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, cuya disposición legal prevé lo siguiente:
“ARTICULO 34. Los cuerpos de seguridad pública deberán dotar a su personal de credenciales que los identifiquen como miembros de los mismos, las cuales además, en su caso, tendrán inserta la autorización para la portación de arma de fuego, expedida por la Secretaría de la Defensa Nacional.

Las credenciales serán plásticas o de papel especial, con textura gruesa y enmicada, debiendo contener el nombre, grado, fotografía, huella digital, grupo sanguíneo, fecha de expedición, firma del interesado, clave de inscripción en el Registro Nacional del Personal de Seguridad Pública, y clave única del Registro de Población; así como, en su caso, la inscripción voluntaria de donación de órganos en caso de fallecimiento.

Esta credencial tendrá vigencia de seis meses; queda prohibido el uso de credenciales metálicas.

Estas deberán llevar en el reverso la firma del titular de los respectivos cuerpos de seguridad, para cumplir con los requisitos de la licencia oficial colectiva de portación de armas de fuego.

Los servidores públicos a que se refiere este artículo incurrirán en responsabilidad, cuando expidan credenciales a personas que no pertenezcan a las instituciones de seguridad pública."

De la lectura al normativo transcrito, se advierte que indica la obligación de dotar al personal de seguridad pública de credenciales que los identifiquen como miembros de los cuerpos de seguridad pública, sin embargo, en el caso que nos ocupa, la autoridad emisora del acto impugnado, policía vial  que la elaboró, no obstante de formar parte integrante de un cuerpo de seguridad pública, como lo es la Dirección General de Seguridad Pública Municipal, se observa que la boleta de infracción impugnada, cuyo documento original se localiza a foja 12 del presente expediente, se desprende el siguiente texto, en la parte que interesa:
“…POR LO QUE UNA VEZ ESTANDO EN ALTO TOTAL EL VEHÍCULO EN CUESTIÓN SI PROCEDÍ A IDENTIFICARME TODA VEZ QUE SI SE ENCONTRABA PRESENTE EL CONDUCTOR DEL MISMO, CON LA CREDENCIAL NUMERO DE FOLIO Y/O PLACA ********** EXPEDIDA A FAVOR DEL SUSCRITO CON CARGO DE POLICÍA VIAL, EXPEDIDA POR EL SECRETARIO DE SEGURIDAD PÚBLICA DEL ESTADO CON VIGENCIA DEL 20 DE ABRIL DE 2022  AL 19 DE ABRIL  DE 2022,..."

De lo anterior se advierten los datos conducentes a la vigencia de la credencial con la que se identificó la autoridad emisora que se encuentran plasmados en la boleta impugnada, por lo cual, en lo relativo a la inconformidad de la parte actora, le asiste la razón al señalar que no se cumple con la identificación plena y con el documento idóneo, toda vez que en el caso no se cumple con el requisito de la vigencia de la credencial, a que se refiere el numeral 34 párrafo tercero, de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, en razón que de la parte relativa a la identificación, de manera concreta el dato de la vigencia, se advierte que se señala del 20 DE ABRIL DE 2022  AL 19 DE ABRIL  DE 2022, de ahí que no se cumple con el requisito de vigencia de seis meses, que debe contener la identificación del agente emisor, pues no acredita que en la fecha del levantamiento de la boleta de infracción, haya estado vigente la credencial con a que se identificó el agente de tránsito, de lo que se sigue que no acredita contar con la facultades para levantar boletas de infracción, de ahí que resulta lo fundado del segundo concepto de impugnación que vierte el actor.

En consecuencia de lo anterior y de conformidad con lo dispuesto por los artículos 250 fracción II, 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, resulta procedente declarar la ILEGALIDAD e INVALIDEZ, por ende, la NULIDAD del acto impugnado, consistente la boleta de infracción con número de folio **********, por actualizarse la ilegalidad antes citada, al no reunir el acto impugnado, los requisitos a que se refiere el artículo 91 de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí, en concordancia con lo establecido en el párrafo tercero del numeral 34 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, situación que deja en estado de indefensión al actor, pues se ha justificado que se transgredieron, las garantías de legalidad y seguridad jurídica a que se refieren los artículos 14 y 16 Constitucionales.
En ese orden de ideas, misma suerte siguen las actuaciones y consecuencias que tuvieron como origen la boleta de infracción impugnada–como lo fue el pago de la infracción que ha sido declarada nula-, por tener sustento en un acto viciado de ilegalidad. Sirve de apoyo a esta consideración, la Jurisprudencia sustentada por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, publicada en el Informe de Labores del año de 1979, rendido por el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, páginas 39 y 40, cuyo tenor es el siguiente:

 “FRUTOS DE ACTOS VICIADOS.- Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darle valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechados por quienes las realizan, y por otra parte, los tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal”.

Por consiguiente y toda vez que conforme a lo previsto por el artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se establece que en caso de ser favorable la sentencia al actor, ésta dejará sin efecto el acto impugnado y las autoridades responsables quedarán obligadas a otorgar o restituir al actor en el goce de los derechos que le hubieren sido indebidamente afectados o desconocidos, en los términos que se establezca; por lo que se ordena a la demandada que cancele los registros inherentes a la boleta de infracción declarada ilegal y le sea reintegrado al actor la cantidad de **********por concepto de pago de la multa, según consta del recibo de entero número**********cuyo documento obra a foja 13 del presente expediente y merece valor probatorio pleno en términos del artículo 72 fracción I, del citado Código. 

De acuerdo a lo que establece el artículo 256 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí que dice que, cuando cause ejecutoria la sentencia definitiva, la Sala prevendrá a la autoridad demandada, o bien, a la autoridad que deba cumplirla, para que dentro del término de diez días informe sobre su cumplimiento, por lo que entonces, ésta Sala Unitaria previene a la autoridad demandada a efecto de que informe sobre el cumplimiento dado a la presente sentencia una vez que ésta cause ejecutoria.   

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Se declara la ilegalidad, invalidez y nulidad lisa y llana de la boleta de infracción controvertida con número de folio  **********6, así como de sus consecuencias; por lo que se les deja sin efecto legal alguno; de acuerdo con las consideraciones, fundamentos y motivos y para los efectos expuestos en el Considerando Sexto de este fallo.
TERCERO.- Notifíquese.
Así lo resolvió y firma, la Magistrada Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe. RUBRICAS.

	 “Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí”

	.
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